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			La reforma electoral: 
de las plazas a las tribunas

			Cristina Monge 

			Pocos debates han surgido con tanta fuerza en los últimos años como el de la necesidad de reformar nuestro sistema electoral. Aunque la inquietud y la discusión llevaban años larvándose, es en 2011, con el estallido de la indignación del 15M, cuando la reivindicación adquiere mayor protagonismo. De hecho, si se analizan las diferentes y difusas propuestas que emergen de las plazas indignadas, se comprobará cómo la necesidad de reformar nuestro sistema electoral está en los primeros puestos. Sin propuestas concretas ni fórmulas alternativas, como es propio de una reivindicación de este estilo, pero plasmando un malestar difuso y una disconformidad manifiesta con la forma en que elegimos a nuestros representantes.

			Se olvida a menudo que nuestro sistema electoral, como cualquier regulación, es hijo de su tiempo, y en este caso la criatura no sólo tiene más de cuarenta años, sino que nació en un momento histórico especialmente delicado de la historia de nuestro país. En la Transición que alumbró la Constitución de 1978 los partidos políticos eran sinónimo de modernidad, pluralismo, libertad y democracia, es decir, los auténticos protagonistas de una sociedad que se considerara democrática. Cuatro décadas después hemos comprobado cómo los partidos, siendo imprescindibles, no pueden serlo todo, tentación que no han podido evitar.

			Éste no era el único criterio que flotaba en el ambiente en ese momento constituyente. El ejemplo de inestabilidad e ingobernabilidad que daban países de nuestro entorno como Italia generó una especie de aversión a la mayor pluralidad —o fragmentación, que viene a ser lo mismo—, lo que hizo que la regulación del sistema electoral fuera encaminada a generar mayorías de gobiernos estables, premiando a los partidos mayoritarios, y provocando así dificultades para reflejar la pluralidad de una sociedad en permanente cambio. 

			Por si esto fuera poco, las tensiones territoriales, fruto de un país diverso y plural como es España, hicieron que aquellos partidos con fuerte implantación en una Comunidad Autónoma resultaran también premiados con la circunscripción provincial, en una suerte de híbrido a medio camino hacia una idea federalizante, algo coherente con la noción de Estado de las Autonomías.

			Como se apuntaba anteriormente, tanto la movilización surgida al calor de la crisis que hizo estallar la indignación como el surgimiento de nuevos partidos que recogen el descontento generado por la crisis y su gestión política, a la par que son capaces de interpretar mejor la desafección y los anhelos de los más jóvenes, han situado en primer término todo este debate.

			Discusión que no siempre se aborda con el debido rigor. La complejidad de un asunto como éste provoca que en muchas ocasiones la simplificación no sólo no ayude, sino que dificulte su desarrollo. Con frecuencia la famosa Ley d’Hondt se convierte en sinónimo de todos los males del sistema electoral. Sin embargo, es sólo una pieza de un engranaje mucho más complejo que tiene que ver con las circunscripciones electorales y con el reparto de representantes entre ellas, algo que a su vez guarda estrecha relación con la diversidad territorial y con la creciente distancia entre el mundo rural y el urbano.

			En esta colección, tras el primer título Entender la democracia, de la mano del profesor y filósofo Daniel Innerarity, hemos querido adentrarnos en este debate que, además, ha sido uno de los principales focos de trabajo de Más Democracia, el foro del que nacen estos libros de la mano de Gedisa. Tan es así que en julio de 2015 desde Más Democracia se elaboró una propuesta de reforma del sistema electoral que ha sido divulgada en la página web (http://mas-democracia.org/), y presentada, entre otros sitios, en la Subcomisión del Congreso encargada de estudiar este asunto.

			Para profundizar en el debate, hemos pedido a dos de nuestros expertos en la materia que hicieran una enorme labor pedagógica y de síntesis con la que poder explicar los principales elementos de un asunto complejo como el que nos ocupa. 

			El filósofo Jorge Urdánoz nos muestra en las siguientes páginas los principales males del sistema, adentrándose no sólo en los aspectos de carácter técnico del sistema electoral, sino también en los valores que encierra y que refleja. Desigualdad, desproporcionalidad o desapoderamiento son algunos de los aspectos que el profesor Urdánoz denuncia en relación con los males que hoy arrastramos. Todo un conjunto de principios cuya reforma podría hacer emerger una fotografía más real de la sociedad actual.

			Enrique del Olmo, sociólogo y uno de los autores de la propuesta de Más Democracia, nos detalla sus aspectos reflejando dos posibilidades: una reforma electoral que implique una reforma constitucional y otra en la que no sea necesaria, matizando así la idea de que para reformar el sistema electoral es imprescindible una, hoy, compleja reforma constitucional.

			Esperamos que estas páginas ayuden al objetivo último de esta colección, que no es otro que intentar hacer comprensibles asuntos complejos que en la velocidad de lo cotidiano solemos abordar de forma superficial.

			

			

		


		
			

			El modelo y sus males

			Jorge Urdánoz Ganuza1 

			Cualquier normativa que acumule nada menos que cuarenta y dos años a sus espaldas es lógico y normal que se vea afectada por unos cuantos males y disfunciones. Si tal normativa, además, no ha sido modificada en lo esencial ni una sola vez desde que nació, entonces los achaques habrán ido a más, profundizándose hasta confundirse con la misma esencia de aquello que ella misma viene a regular. Y si no sólo ocurre que la normativa en cuestión no se ha modificado jamás, sino que, para colmo, ha sido plagiada y replicada a lo largo y ancho de todos y cada uno de los municipios —grandes y pequeños, hermosos y atroces, novísimos y antañones— y de las Comunidades Autónomas del país, pues… imagínense.

			¿Puede agravarse la cosa? Sí. Resulta que esa normativa es nuestro sistema electoral. Esto es, la normativa más importante de cualquier democracia, junto con otras dos o tres (la forma de gobierno o la distribución territorial del poder, por ejemplo), según admite prácticamente toda la politología en pleno. Ese sistema fue diseñado, entre los años 1976 y 1977, por el último gobierno de la transición a la democracia. Más adelante insistiremos en la cuestión de los orígenes, ahora nos interesan más los efectos. 

			Entre los positivos, suelen citarse con especial fruición los que siguen: reduce la pluralidad de partidos hasta otorgar representación tan sólo a una cifra manejable de los mismos; permite una representación aproximadamente proporcional de las formaciones más relevantes; inserta en el juego político a los nacionalismos periféricos y, last but not least, todo ello permitiendo además la formación de gobiernos que pueden gobernar con cierta estabilidad —sin que les muevan la silla cada seis meses, como pasa en otros lares— y que se alternan en el poder, esto es: que no son siempre los mismos. En estrecha relación con estas dos últimas ventajas, se afirma que otra virtud del sistema consiste en que hace a los gobiernos muy responsables ante sus votantes. O, dicho de otro modo, que, como está claro quién gobierna, tenemos claro también a quién hemos de premiar o castigar.

			Todos esos parabienes no parecen poca cosa, desde luego. Pero aquí —fieles a la mejor tradición reformista— no nos vamos a conformar. Creemos que los ciudadanos españoles nos merecemos esos efectos —que son, qué duda cabe, muy deseables— y que además nos los merecemos sin tener que pagar el peaje de ciertos defectos que acompañan, desde el principio, al sistema. Carencias que no son precisamente poca cosa —algunas afectan nada más y menos que a derechos fundamentales que, paradójicamente, nuestra Constitución recoge— y que en buena medida explican el formidable malestar con la política que surgió tras la crisis económica de 2008 y que se halla lejos de haberse despejado. 

			¿Qué defectos son esos? Si me permiten, se los desgrano en dos grandes apartados: males de principio y males de resultado. O males principales y males derivados, si prefieren. Posteriormente, en la segunda parte del libro, mi compañero Enrique del Olmo les describirá el sistema electoral que desde +Demo pensamos que sería una muy buena solución para tales trastornos. Él les dará el remedio, yo les detallo por qué lo necesitamos, y de modo perentorio. Vamos a ello.

			Males principales

			Desigualdad política

			El sistema electoral actual nos hace ciudadanos políticamente desiguales. Algo que, a ojos del ideal de la democracia, resulta inadmisible. Por descontado, todos somos realmente desiguales. Lo somos en muchos aspectos: en nuestros gustos, en nuestra estatura, en nuestras creencias religiosas, en nuestra ideología, etc. Y está de más decir que lo somos en nuestro poder económico y, en estrecha relación con ello, en nuestro poder real político. Nos pongamos como nos pongamos, parece claro que siempre va a tener más poder —económico, pero precisamente por ello también político— Ana Patricia Botín que nuestro panadero. Y que, por muchos motivos, también tiene más poder —mediático, pero por eso mismo también político— Iñaki Gabilondo que la taxista que nos lleva al aeropuerto. Diferencias, todas.

			De acuerdo, pero es que esas diferencias reales de poder al ideal de la democracia no le afectan en absoluto. La democracia es precisamente el régimen de los políticamente iguales. Somos muy diferentes, sí, pero en una democracia todos tenemos el mismo poder político a la hora de dar forma, deliberar y decidir entre los asuntos públicos. En el ágora nadie es más que nadie. Ahí las voces, todas, cuentan por igual. La de la panadera y la del banquero, la del jornalero y la de la empresaria, la del funcionario y la de la artista. A esa igualdad en el ágora, desde Grecia, la llamamos isegoría (isos/agora). 

			Y a esa isegoría le corresponde, como un reflejo en el espejo de la democracia, la isonomía (isos/nomos). La ley, la norma, es igual para todos. Porque si la ley es igual para todos y a todos nos obliga por igual, entonces todos hemos de ser iguales ante la ley y antes de la ley. Ante ella, por descontado, como señala la venda en los ojos de la justicia. La ley nos ha de tratar a todos por igual. A Agamenón y a su porquero. Pero también antes que ella, porque sólo si somos iguales a la hora de elaborarla se nos podrá exigir ser asimismo iguales a la hora de acatarla. La ley —la ley democrática, se entiende— ha de ser ciega a la hora de aplicarse —una venda que no ve a sus objetos— y lo ha de ser igualmente a la hora de elaborarse: una venda que no ve a sus sujetos creadores. Es ciega en ese doble sentido, con respecto a sus sometidos y con respecto a sus señores. No puede verlos, por eso los considera iguales. O, mejor, lo único que ve de ellos es su igual condición de ciudadanos. Pero no ve, no puede ver, sus desigualdades de riqueza, formación, personalidad, etc. Para eso es ciega.

			Ése es el ideal que late bajo la histórica expresión «un hombre, un voto». Un ideal, el de la igualdad política, que recogen como un requisito imprescindible todos los teóricos de la democracia. Desde las más exigentes en lo relativo a la participación y la virtud ciudadana (Benjamin Barber y la democracia fuerte, por ejemplo) a las más individualistas y liberales (como la democracia liberal de Schumpeter), ninguna teoría de la democracia pone en duda el requisito básico de la igualdad política, y las constituciones —empezando por la nuestra— la reconocen siempre, concediéndole espacios de honor en sus articulados.

			Con todo, es ese mismo ideal de la igualdad que funda la ciudad democrática el que nuestro sistema electoral quebranta. Y lo hace, además, de un modo especialmente lacerante. Porque, como veremos, nuestro sistema electoral nos coloca entre los campeones mundiales de la desigualdad. Al mecanismo concreto mediante el que logramos destacar en ese desdichado ranking los politólogos lo denominan malapportionment. Se trata no sólo de un vocablo horrible y casi impronunciable, sino de un eufemismo de lo más evidente. El nombre limpio e intuitivo que todos utilizaríamos sería otro: «voto desigual».

			Pero, más allá del nombre, ¿cómo se logra el voto desigual en un país democrático como España? ¿Cómo se articula en la práctica? El truco es sencillo: doy más votos a unos ciudadanos que a otros. Ésa es la esencia del voto desigual. Históricamente, de hecho, así fue en los albores de la democracia moderna. Los primeros sistemas electorales —en Gran Bretaña en el siglo XIX, por ejemplo, pero también en la España de Cánovas del Castillo, uno de los grandes teóricos del sufragio restringido se concedían más votos a ciertas personas —los terratenientes, los universitarios— que a otros —los trabajadores del común. Todo eso cambió. Tardó mucho tiempo y se cobró mucha sangre, pero al final de ese proceso aconteció una de las grandes conquistas de la democracia: el sufragio universal. Eso es, todo el mundo vota. Hombres, mujeres, ricas, pobres, blancos, negras… todos, sin distinción. Al pobre Cánovas le hubiera dado un tarantantán.

			Pero el sufragio universal —que todos voten— no significa necesariamente que todos los que votan tengan un voto igual. Son dos cosas distintas. Y hay muchas maneras de, como apuntábamos, dar más votos a unos ciudadanos que a otros. La manera más tosca era la decimonónica: los ricos tienen cinco votos, y los menos ricos sólo uno (o ninguno). Hoy nadie hace eso, claro. O, más bien, nadie hace eso así, tan burdamente. Porque lo cierto es que se sigue haciendo, tan sólo que de modo más sibilino.

			El modo sibilino de darnos un voto desigual a los ciudadanos de un país consiste en dividirnos de una u otra manera antes de la elección. Y luego, una vez que nos han dividido, a unos grupos se les permiten elegir más escaños que a otros. Tenemos sufragio universal, todos votamos, pero no tenemos igualdad de sufragio, puesto que no todos los votos valen —o «pesan», como suele decirse— lo mismo. El proceso tiene dos momentos, y conviene distinguirlos.

			Primero: ¿cuándo nos dividen? El sistema electoral nos divide cada cuatro años. El nombre al uso no es «división de gente», algo que quedaría francamente mal, sino «circunscripciones», una expresión que, significando exactamente lo mismo, parece perfectamente natural. Usted, políticamente, no vota en «España», formando un grupo de votantes junto al resto de ciudadanos españoles. Usted vota en su circunscripción, con los votantes de su circunscripción y entre las candidaturas de su circunscripción. Y usted y esas personas envían al Congreso ciertos diputados de su circunscripción. Lo que pasa fuera de esa circunscripción —de ese grupo de gente en el que le han confinado, sin preguntarle demasiado— cae por completo fuera de su competencia. 

			Así que, en realidad, sí nos han dividido. Y, aunque el nombre oficial sea «elecciones generales», lo cierto es que, jurídicamente, para cada uno de nosotros son elecciones en nuestra circunscripción, esto es, elecciones «particulares». No hay una entidad llamada «España», conformada por todos los españoles con derecho a voto, que elige entre ciertas alternativas que se le presentan. Eso sí sería algo «general». Lo que hay son 52 elecciones particulares, con sus 52 grupos de electores y sus 52 grupos de candidatos. Porque nos dividen de acuerdo a ese criterio: 50 provincias, más Ceuta y Melilla. Esas son las divisiones de gente que lleva a cabo nuestro sistema electoral, y son sin duda su marca más significativa. Antes que «proporcional» o «mayoritario», mucho antes de eso, nuestro sistema electoral es sin duda «divisor». 

			Segundo: una vez divididos, ¿nos dan más escaños a unos que a otros? La respuesta es cristalina: sí. Se trata de algo matemático y por tanto irrebatible. En las últimas elecciones «generales» nos dividieron (observen la contradicción) así: 
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La serie Mis Democracia procura responder
a estas y otras preguntas en clave divulgativa, y sefiala
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